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León, Guanajuato, a 28 veintiocho de mayo del año 2013, dos mil trece. . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 025/2012-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por la ciudadana CITLALLI MORADO ALCARAZ, en contra de la entonces Tesorera Municipal y del Director General de Transito, ambos de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O:
SEGUNDO.- Que en el presente juicio administrativo se impugna la negativa ficta, respecto de las peticiones formuladas al Director General de Tránsito y a la Tesorera Municipal, … a través de las cuales la actora les solicita el original o copias certificadas de las constancias de la calificación del acta de … . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director General de Tránsito Municipal, arguye que se actualiza la causal  de improcedencia prevista en el artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en virtud que no se acredita la existencia del acto imputado a dicha autoridad, pues se le dio respuesta a la petición que le planteó la actora.  Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, por las razones lógicas y jurídicas expresadas en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
La entonces Tesorera Municipal en la contestación de la demanda aduce que se actualiza la causal de improcedencia derivada del artículo 263 concatenado con el artículo 261 fracción IV, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, señalando que debió haberse desechado de plano la demanda que interpone el impetrante por ser notoriamente extemporáneo al no haberse promovido en los términos que establece el ordenamiento legal citado; ya que el promovente presenta la demanda fuera del término legal y que es aquél en que se haya ostentado sabedor del contenido del acto impugnado, pues los documentos que presenta son de fecha 11 once de junio del 2010 dos mil diez. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud de que la demanda no se encuentra presentada de manera extemporánea, ya que la actora impugna la negativa ficta, esto es, el silencio administrativo en que incurrieron las autoridades demandadas y de acuerdo a lo señalado por el artículo 263, fracción III, del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, la demanda de negativa ficta puede presentarse en cualquier tiempo mientras no se notifique al justiciable la resolución expresa; lo anterior es así porque, las autoridades demandadas no contestaron en forma expresa y precisa la petición formulada, pues a la actora no se le entregó el original o copias certificadas de la resolución de calificación de la infracción, al entregarle sólo copia certificada del acta de infracción T-3983346, de ahí resulta que no existe respuesta sobre lo solicitado, por ello, la demanda  se  encuentra presentada  conforme a lo  dispuesto por la  fracción  III del artículo 263 del multireferido Código. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo,  la  entonces  Tesorera  Municipal,  expresa  que  se  actualiza  la 
causal de improcedencia establecida en el artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, aduciendo en lo esencial que el acto que se le atribuye es inexistente y que no realizó calificación alguna sobre la infracción T-3983346 y solicita el sobreseimiento de la presente causa administrativa. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, toda vez que en autos de esta causa se encuentra demostrado que la actora realizó la solicitud escrita de copias certificadas de la  calificación de la infracción y que la Tesorera Municipal y del Director General de Transito, ambos de León, Guanajuato, no dieron contestación alguna, en tal virtud se encuentra acreditada la existencia del acto combatido que consiste en la resolución negativa, por las razones expuestas más adelante en este párrafo y en el considerando siguiente. No obstante lo anterior, al respecto también cabe precisar que por su parte la entonces Tesorera Municipal negó haber calificado la infracción y por su parte el Director General de Transito Municipal afirma que la referida autoridad fiscal llevó a cabo la calificación de la infracción, ya que este último en la contestación de la demanda expresa que la página de Pagonet.www.leon.gob.mx pertenece a la Tesorería Municipal de esta ciudad y que dicha calificación la realiza esa Dependencia Municipal de acuerdo a las atribuciones que le confiere el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato”; por consiguiente, con la manifestación del Director General de Transito, se desvirtúa la negativa de la Tesorera Municipal y a pesar de que las dos autoridades tiene atribuciones para calificar infracciones de tránsito, no existe impedimento alguno para concluir que en la especie esta última es la autoridad responsable de la calificación de la infracción; por tal motivo, no se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del citado Reglamento de Tránsito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director General de Tránsito Municipal, por su parte expresa que se actualiza la causal de improcedencia establecida en el artículo 261, fracción VI, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato y solicita el sobreseimiento, aduciendo que de ninguna forma se acredita la existencia del acto que se le imputa y que en relación con el artículo 206-A de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Guanajuato, autoridad es aquella que ordena, dicta, ejecuta o trata de ejecutar el acto impugnado y él no emitió, ordenó, ejecutó o trató de ejecutar los actos ahora combatidos, ni su actuar encuadra en la negativa ficta, pues de acuerdo a la documental aportada por la actora en la demanda dio respuesta a la petición planteada. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud que de autos de advierte la existencia del silencio administrativo, ya que la autoridad demandada omitió exhibir la resolución expresa respecto a la entrega de las copias pedidas y su notificación, esto es así, por las razones expresadas en el siguiente considerando. . . . . .  . . . . . . 
En merito de lo anterior y estimando que de autos se advierte que no se actualiza ningún otra causal de improcedencia de las previstas en el citado artículo  261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación esgrimidos en la demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que en el único concepto de impugnación la actora expresa en esencia que del análisis de las peticiones formuladas al Director General de Tránsito Municipal y a la Tesorera Municipal, ambos de León, Guanajuato; se desprende que lo que les solicitó, fueron los originales o en su defecto copias certificadas de la calificación realizada a la infracción …, mediante la cual se le impuso la sanción consistente en multa …; si bien es cierto que dichas autoridades giraron diversos oficios que posteriormente le notificaron, lo cierto es que no dan respuesta puntual ni congruente con lo solicitado; ya que lo que realmente hacen al responder, es poner a su disposición copia certificada del acta de infracción antes mencionada, mas no hacen mención de la calificación a dicha infracción que es lo que realmente solicitó, por ultimo señala que dichas autoridades con tal de no caer en silencio administrativo, dan una respuesta que no corresponde con lo solicitado; con lo cual no queda desvirtuada la negativa ficta. En tanto, el Director General de Tránsito Municipal en la contestación de la demanda en lo que nos interesa textualmente expresa; <<…confiesa de manera voluntaria que ya tenía conocimiento de la calificación de la infracción …, tan es así que agrega copia del Estado de Cuenta emitido por la Tesorería Municipal en la cual se aprecia que dicho documento es expedido por la autoridad municipal, pues es de dominio púbico conocido que en la página de Pagonet.www.leon.gob.mx pertenece a la Tesorería Municipal de esta ciudad y que dicha calificación la realiza esa dependencia municipal de acuerdo a las atribuciones que le confiere el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, que a la letra establece ..“La Dirección General de Tránsito Municipal y la Tesorería Municipal, indistintamente, calificarán las infracciones contenidas en el presente Reglamento..”; por tanto, es de concluirse…>> y niega categóricamente que haya causado algún agravio a la actora; por su parte, la entonces Tesorera Municipal en la contestación de la demanda expresa en lo esencial que no llevó a cabo calificación alguna sobre la infracción …, ya que de acuerdo a las atribuciones consagradas en el artículo 141 fracción I, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Guanajuato, es facultad de la Tesorería recaudar los ingresos que correspondan al Municipio, esto debe entenderse que las infracciones que cometan los ciudadanos a los ordenamientos legales en los cuales se encuentre implícita sanción, la Tesorería Municipal será únicamente un medio de recaudación y no de calificación, motivo por el que al no obrar en la Tesorería Municipal documental como la que solicita el promovente, consistente en original o copias de la calificación, es que se ve en la imposibilidad de otorgar las constancias respecto a la supuesta calificación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por otro lado es preciso señalar que en la especie, SE CONFIGURA la negativa ficta respecto al Director General de Tránsito y de la Tesorería Municipal, ambos de León, Guanajuato, en razón de las siguientes consideraciones lógicas y jurídicas: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En  principio, cabe precisar que  haciendo un  análisis  de  la  argumentación 
lógica y jurídica expresada en el único concepto de impugnación de la demanda para justificar la negativa ficta, se deduce la causa de pedir, pues la actora expone causales de ilegalidad tendentes a demostrar la configuración y la nulidad de la resolución negativa, además apoya su demanda en el artículo 4, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En   el   ámbito   de   Gobierno   Municipal,   la   negativa   ficta   en   materia  
administrativa, se  regula, por el  segundo párrafo del artículo 4º de la Ley  Orgánica 
Municipal para el Estado de Guanajuato, precepto legal que establece: . . . . .  . . . . . 

“Artículo 4.-. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El Ayuntamiento deberá comunicar por escrito, en un término no mayor de treinta días hábiles, el acuerdo que recaiga a toda gestión que se le presente. Asimismo, el presidente municipal y los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, deberán hacerlo en un plazo no mayor de quince días hábiles. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En caso de que el Ayuntamiento, el presidente municipal o los titulares de las dependencias y entidades de la administración pública municipal, no dieren respuesta en el plazo señalado en el párrafo anterior, se tendrá por contestando en sentido negativo”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Conforme a este dispositivo, por una parte, toda gestión tiene que contestarse en el plazo determinado, según se trate de la autoridad que la reciba y de no hacerlo, por disposición legal se le tendrá por contestando en sentido negativo; ahora bien, en el citado artículo 4, segundo párrafo, el Legislador utiliza la palabra “gestión”, entendiéndose ésta como una acción para obtener el acto administrativo que se ventila ante la autoridad municipal y siendo la anterior así, el término gestión se contempla en una acepción muy amplia, comprendiendo cualquier solicitud planteada por los particulares a las autoridades Municipales; y, por otra parte, en el caso de la autoridad demandada, solo tiene 15 quince días hábiles para dar su respuesta a las solicitudes planteadas a través de los escritos de fecha 07 siete de noviembre del año 2011 dos mil once, presentados en la misma  fecha, uno en la  Oficialía de  Partes  de  la  Dirección  General  de  Tránsito
Municipal y otro en la Tesorería Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . 
De esta manera, en el caso que se resuelve, se configura la negativa ficta, en razón de que se acreditan los extremos exigidos por el artículo 4º, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, ya que aún y cuando con fecha 18 dieciocho de noviembre del año 2011, dos mil once, el Director General de Tránsito Municipal le notificó a la actora, el oficio …, suscrito …, a través del cual a la justiciable como destinataria del mismo, le proporciona una copia debidamente certificada por el Secretario de Ayuntamiento de esta Municipalidad, del acta de infracción …, levantada …, por el Agente de Tránsito … y a pesar de que el día …, la entonces Tesorera Municipal también le notificó a la justiciable el oficio …, suscrito …, a través del cual le informa que tiene certificada una copia del acta de infracción … y que deberá ingresar en las caja de la Tesorería Municipal los derechos por la expedición de las certificaciones, opera el silencio administrativo. Lo anterior es así porque, las autoridades demandas no le proporcionaron a la actora las copias certificadas de la calificación de la infracción, en consecuencia, resulta evidente que no se dio contestación a las peticiones formuladas, porque el documento entregado y el condicionado son totalmente diversos a los requerimientos planteados, por tal razón, respecto a las autoridades demandadas se configura la negativa ficta. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Aclarado lo anterior, es preciso señalar que en autos de la presente causa administrativa se encuentra demostrada la existencia de las gestiones y que las autoridades no dieron respuesta a lo solicitado en el plazo de 15 quince días hábiles, ni antes de la fecha en que se presentó la demanda que nos ocupa; pues, estos hechos se encuentran justificados en autos de esta causa administrativa; por una parte, la fecha de presentación de las gestiones se justifica mediante los escritos dirigidos a las autoridades demandas, uno presentado en la Oficialía de Partes de la Dirección General de Tránsito Municipal, con fecha 07 siete de noviembre del año 2011 dos mil once, según se advierte del sello oficial que obra al frente, en la parte inferior del lado derecho, del escrito que contiene la gestión destinada a dicha autoridad administrativa, en el que consta la leyenda: “DIRECCIÓN GENERAL DE TRÁNSITO MUNICIPAL LEÓN, GTO, RECIBIDO 07 NOV 2011, Copia Recibo”, además al centro del referido sello, consta una firma y otro escrito presentado en la misma fecha ante la Tesorería Municipal, según se advierte del sello oficial que obra al frente, en la parte inferior del lado derecho, del escrito que contiene la gestión destinada a dicha autoridad fiscal, en el que consta la leyenda: “TESORERIA  MUNICIPAL LEÓN, GTO, 07 NOV. 2011, OFICIALIA DE PARTES”; y, por otra parte, se demuestra el hecho de que la demanda se presentó con fecha 18 dieciocho de enero del año 2012, dos mil doce, con la razón y sello de recibido que obra al reverso de la primera foja útil del escrito inicial de demanda.   . . 

Luego entonces, haciendo el computo del plazo transcurrido entre la fecha de presentación de la gestión escrita y la fecha de la presentación de la demanda, resulta evidente que transcurrió el plazo de 15 quince días hábiles establecido en el artículo 4º, párrafo segundo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, sin que las autoridades le hayan entregado a la parte actora la copia certificada de la resolución de calificación de la infracción de tránsito que nos ocupa, esto es, no le dieron respuesta a la gestión formulada; en el entendido de que el referido plazo empezó a computarse al día siguiente de su recepción, siendo innegable que en la especie, está plenamente acreditado que operó la negativa ficta, respeto a los cuestionamientos de la calificación de la infracción. . . . . . . . . . . . 
En la tesitura de lo expuesto, estamos frente a una resolución en sentido negativo, es decir, una decisión desfavorable a los derechos e intereses de la impetrante, conforme a lo estipulado por el artículo 4, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, es el caso, que la entonces Tesorera Municipal en su contestación de demanda de negativa ficta, expresa los hechos y el derecho en que apoya la resolución impugnada, argumentando que no es a la Tesorería a quien corresponde la calificación, sino que de conformidad con el numeral 141 fracción I de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, recauda los ingresos que le corresponden al Municipio, derivados de las infracciones cometidas por los ciudadanos a los ordenamiento legales y al no obrar en la Tesorería la documental de la calificación, se ve en la imposibilidad de otorgar las constancias que le solicitan; mientras, que el Director General de Tránsito en su contestación expresa los motivos y el derecho en que apoya a la resolución impugnada, sosteniendo que dio respuesta a la petición planteada y si esta no satisfacía las expectativas del demandante, estuvo en posibilidad de inconformase dentro del término concedido por el artículo 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, porque confiesa que tenía conocimiento de la calificación de la infracción T3983346, pues agrega a la demanda copia del estado de cuenta y también sostiene que la Tesorería Municipal realizó la calificación de acuerdo a las atribuciones que le confiere el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, las autoridades demandas en la contestación de la demanda, expresan los motivos y el derecho en que apoyan la resolución negativa y la parte actora no amplió la demanda, además, analizando el escrito inicial de demanda, se advierte que el impetrante no aduce concepto de impugnación alguno, dirigido a controvertir el fondo del asunto; pues, en el Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, no existe precepto alguno, que en materia de negativa ficta, prohíba a la actora que exponga desde su escrito inicial de demanda conceptos de agravio, por ello, no tiene que esperar a que las autoridades demandadas le den a conocer los hechos y el derecho en el cual se apoya la negativa, además en el Ordenamiento Legal invocado tampoco se contempla ninguna disposición que prohíba al Juzgador abstenerse de estudiar las causales de ilegalidad expuestas en los conceptos de impugnación; sin embargo, es el caso que la actora al formular su escrito de demanda inicial omitió atacar los razonamientos y fundamentos legales que pudieren apoyar el fondo de la negativa ficta, es decir en otras palabras, en la especie no existe argumentación lógica jurídica enderezada a controvertir las resoluciones de las autoridades contenidas en las contestaciones a la demanda, formuladas en los términos indicados en el párrafo que antecede; sobre el particular se precisa, que la actora trata de subsanar su omisión mediante la formulación de alegatos, ya que en este escrito formalmente expresa causales de ilegalidad tanto de la calificación de la infracción y de las dos multas que se le impusieron sumando la cantidad total de …, lo que conforme a la técnica jurídica del proceso administrativo en tratándose de negativa ficta, no es permitido, ya que por la naturaleza de la resolución negativa es en la demanda inicial o en la ampliación de la demanda en donde deben exponerse las causales de ilegalidad o conceptos de impugnación respecto a la materia de fondo de lo pretendido y no en el escrito de alegatos como en este caso lo hace la actora al aducir formalmente conceptos de agravio; como quiera que sea, en la especie, a pesar de que el justiciable omitió ampliar la demanda, pero no por este descuido, pierde el derecho de que se entre al estudio de fondo de todas las cuestiones planteadas, toda vez que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 301, fracción III, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el Juzgador se encuentra ineludiblemente obligado a suplir la queja deficiente planteada en la demanda inicial, ya que se configura la hipótesis prevista en la citada fracción III, porque el monto del fondo del asunto que se resuelve no rebasa la cantidad de multiplicar por 150 ciento cincuenta veces el salario mínimo general diario vigente en el Estado, de este modo, se entra a decidir la legalidad o ilegalidad de la resolución negativa y al  estudio del fondo de la controversia, pues de no proceder así, a la parte actora se le denegaría justicia y vulneraría en su perjuicio el derecho humano de tutela judicial efectiva tutelado por los artículos 1° y 17 de la de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de ahí resulta que de acuerdo a lo estipulado por el artículo 299 del pluricitado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, el Juzgador se encuentra constreñido a decidir el fondo de la controversia. . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En ese tenor, se procede al  análisis de la  resolución negativa a  cargo de la 
Tesorería Municipal, la cual resulta infundada e inmotivada, en razón de que contrario a lo sostenido por esta autoridad en la contestación de la demanda, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 49 del Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, si cuenta con atribuciones para calificar infracciones de tránsito, pues este numeral textualmente establece: “artículo 49.- La Dirección General de Tránsito Municipal y la Tesorería Municipal, indistintamente, calificarán las infracciones contenidas en el presente reglamento; salvo en el supuesto a que se refieren los artículos 35 y 36 de este ordenamiento, que lo hará la Dirección General de Oficiales Calificadores.”; en consecuencia, en nuestro Municipio la autoridad fiscal tiene facultades recaudatorias y para calificar infracciones en materia de tránsito, de modo que el precepto legal invocado en la contestación de la demanda no sirve de apoyo para sostener la falta de atribuciones para calificar la infracción, toda vez que en el propio Reglamento de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, existe la disposición señalada en supralíneas, que expresamente le concede dicha atribución, por consiguiente, la resolución negativa no se encuentra motivada, al omitirse expresar las razones o causas inmediatas que sustentan dicha resolución, ya que se omite señalar el por qué en el caso se ha realizado el supuesto de hecho que condiciona la aplicación del precepto legal invocado como apoyo legal; por otra parte y en relación con la resolución negativa a cargo del Director General de Tránsito Municipal, también resulta inmotivada, en razón de que solo expresa el artículo 49 del citado Reglamento de Tránsito Municipal, que otorga facultades a esta autoridad administrativa y a la Tesorera Municipal, empero deja de expresar en forma pormenorizada las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que haya tenido en consideración para no calificar la infracción de tránsito ni tampoco expresa el por qué se da esa optatividad, además no proporciona datos suficientes tendentes a justificar que la autoridad fiscal llevó a cabo la calificación de la infracción. Por ende, la resolución negativa carece de fundamentación y motivación e incumple con el elemento de validez exigido por  la fracción VI  del  artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . .  . . . . . . . . . 
Así las cosas, se entra al estudio del fondo de la controversia, se procede al análisis de la legalidad de las multas impuestas a la actora en la calificación del acta de infracción …; en el entendido de que en el acto de calificación se determinan de manera pormenorizada la comisión de la falta administrativa y se le impone al presunto infractor la sanción administrativa que en derecho corresponda; y, en el caso que se resuelve del Estado de Cuenta de Multa de Tránsito, se desprende que se determina la comisión de dos infracciones de tránsito. . . . . . . . . .  
La primera infracción de tránsito, cuya comisión se determina, es la contemplada en la fracción I del artículo 7 del multicitado Reglamento de Tránsito Municipal, que consiste en no portar Licencia de Conducir, decisión que resulta ilegal, en razón de que este supuesto no se encuentra previsto como falta administrativa en ninguna de las 15 quince fracciones que conforman el citado numeral, pues en éste se contempla como obligación de los conductores, el circular portando su licencia o permiso para conducir vigente, pues dicho precepto legal en lo conducente establece: “artículo 7.- Los conductores de vehículos, deben: I.- Circular, portando su licencia o permiso para conducir vigente, de acuerdo al tipo de vehículo de que se trate y conforme a la clasificación establecida en la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato;”. Es así que, esta fracción interpretada a contrario sensu, constituye una infracción de tránsito que consiste en 
“Circular sin portar su licencia o permiso para conducir vigente, de acuerdo al tipo de vehículo de que se trate y conforme a la clasificación establecida en la Ley de Tránsito y Transporte del Estado de Guanajuato; de este modo, la obligación consiste en conducir un vehículo de motor portando la licencia para conducir vigente, por consiguiente, la falta administrativa consiste en conducir un vehículo de motor sin portar la licencia para conducir vigente, pero no consiste en conducir un vehículo de motor sin portar la licencia para conducir; pues, son dos hipótesis jurídicas totalmente distintas, conducir con licencia de conducir de plazo vencido y conducir sin portar la licencia de conducir. En ese sentido, se concluye que en ninguna de las fracciones del citado artículo 7, se contempla la infracción de tránsito imputada al justiciable, por lo que la multa impuesta a la actora, …, no se encuentra debidamente fundada, en virtud de que los hechos que constituyen la conducta desplegada por el presunto infractor, fueron distintos a los apreciados al momento de fijar la comisión de la infracción de tránsito, por consiguiente, existe una indebida motivación, al encuadrarse la conducta del justiciable en un supuesto no previsto como falta administrativa, por tal razón, la referida multa resulta ilegal. . . . . . . . . . . . 
La segunda infracción de tránsito, cuya comisión se determina, es la contemplada en la fracción IX del artículo 7 del multireferido Reglamento de Tránsito Municipal, que se dice consiste en: “Circular en las vías de dos o más carriles de un mismo sentido, en un sólo carril, pudiendo cambiar a otro o salir de la vialidad con la debida anticipación y precaución, anunciando previamente su intención con luz direccional;”, decisión que de igual manera resulta ilegal, toda vez que los hechos asentados en el acta de infracción son totalmente distintos, a los indicados en el Estado de Cuenta como constitutivos de la falta administrativa, pues, en el acta se asienta “No conservar la distancia de vehículo a vehículo que los precede”, de aquí se deprende que los hechos fueron apreciados de manera equivocada, por tanto, no existe impedimento para concluir que la multa impuesta a la actora …, no se encuentra debidamente fundada, en virtud de que los hechos que constituyen la conducta desplegada por el presunto infractor, fueron distintos a los apreciados al momento de fijar la comisión de la infracción de tránsito, por consiguiente, existe una indebida motivación, al encuadrarse la conducta del justiciable en un supuesto no previsto como falta administrativa, por tal razón, la referida multa resulta ilegal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . 
En merito de lo expresado, la imposición de las multas realizada en la calificación de la infracción, no se cumple con el elemento de validez exigido por la fracción VI del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; vicio que origina la actualización de la causal de ilegalidad establecida en la fracción IV del artículo 302 del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en consecuencia, se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, violándose en su perjuicio los artículos 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato y 137, fracción IV, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa; por tanto, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 300, fracción II, del mismo Código, es procedente declarar la nulidad de la resolución negativa con el efecto de decretar la nulidad de las multas aplicadas a la actora, … . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sobre el particular se precisa, que con la facultad concedida a este Órgano de Control de Legalidad, a fin de proteger y garantizar los derechos humanos de las personas frente al actuar de las autoridades administrativas Municipales, previstos por el artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, reformado según Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 10 diez de junio del año 2011, dos mil once, dentro de los que se encuentra el derecho humano de protección judicial y con el fin inmediato de dar acceso a la justicia, pues no se pierde de vista que el derecho de tutela judicial efectiva se contempla como derecho humano en los Tratados Internacionales y como Garantía Individual en el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que se refleja y tutela por el artículo 206-A, segundo párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; de modo que, en el caso que se resuelve, a efecto de brindar seguridad jurídica al justiciable y ante la declaración de nulidad total de los actos impugnados, se produce como consecuencia que a la actora ya no se le aplique ninguna sanción administrativa por los mismos hechos, de esta manera, en el proceso administrativo el Juzgador se encuentra constreñido a restituir a la parte actora en el goce de sus derechos, es decir, a declarar en la sentencia el restablecimiento de la situación que prevalecía antes de la violación, ya que este acto jurisdiccional por su naturaleza, es el instrumento para restituir al gobernado en el pleno goce de sus derechos subjetivos administrativos violados; en consecuencia, con fundamento en el artículo 300, fracción V, del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, se reconoce el derecho que tiene el justiciable a la devolución de la Tarjeta de Circulación retenida como garantía de la infracción, por ende, con fundamento en el artículo 300, fracción VI, del aludido Código, se condena al Agente de Tránsito demandado a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o de la Dependencia competente, para que a la actora se le haga la devolución de la Tarjeta de Circulación retenida como garantía y en su caso realice las diligencias indispensables para cumplir con este fallo; la anterior devolución deberá realizarla dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada, por las razones expuestas; debiendo informar a este Órgano de Control de Legalidad el cumplimiento dado a este fallo y exhibir las constancias relativas al mismo. . . .  . . . . 

Por lo expuesto y además con fundamento en los artículos 4, 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracciones II, V y VI, y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se configura la NEGATIVA FICTA por las razones expuestas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- Se declara la NULIDAD de la resolución negativa, por consiguiente, se decreta la nulidad de las multas aplicadas a la actora, …; lo anterior, por las razones expuestas en el cuarto considerando de la presente resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Se condena al Agente de Tránsito demandado, a que realice las gestiones necesarias ante la Dirección General de Ingresos de la Tesorería Municipal o la Dependencia competente hasta que a la actora se le haga la devolución de la Tarjeta de Circulación retenida como garantía y en su caso realice la diligencias indispensables para cumplir con este fallo; devolución que deberá realizarse dentro de los 15 quince días hábiles siguientes a la declaración de que cause ejecutoria esta sentencia, plazo contado a partir del día siguiente al en que surta efectos la notificación del auto que la declare ejecutoriada; por las razones expresas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . .

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . .  . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . .  . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 5 cinco tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ, Secretaria de Estudio y Cuenta.- que da fe. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DEL 28 DE MAYO DEL 2013, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 025/2012- JN.
